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Por protección supranaci onal 
de la libertad entendemos los 
mecanismos supraestatales de los 
que está capacitado para servir­
se una persona, con el fin de 
alcanzar remedio jurisdiccional 
por el quebranto de los derechos 
fundamentales, reconocidos for­
malmente en los Convenios Inter­
nacionales sobre salvaguarda de 
los derechos humanos, que inco~e­
pora la legislación interna. 

El origen del término "pro­
tección supranacionaf de fa liber­
tad" debe adjudicarse a Mauro 
Cappelletti. Es una transposición 
del concepto "jurisdicción cons­
titucional de fa libertad", y se 
opone a la "función reguladora" 
o integradora de los tribunales, 
en virtud de fa cual se aspira a la 
uniforme interpretación de fas 
leyes de acuerdo a los paradigmas 
constitucionales. 

El tema tiene relevancia en 
nuestra organización jurídica en 
mérito de los preceptos consigna­
dos en el artículo 305° de la 
Constitución y en la Disposición 
XVI de la misma Ley Fundamen­
tal. 

El Artículo 305° dispone: 
"Agotada la jurisdicción ínter-

na, quien se considera lesio­
nado en los derechos que la 
Constitución reconoce, puede 
recurrir a los tribunales u orga­
nismos internacionales consti~ 
tu ídos según · tratados de los 
que es parte el Perú". 

La Disposición XVI indica: 
"Se ratifica constitucional­
mente, en todas sus cláusulas, 
el Pacto Internacional de De­
rechos Civiles y Políticos, así 
como el Protocolo Facultativo 
del Pacto Internacional de De­
rechos Civiles y Poi íticos de 
las Naciones Un idas. 

Se ratifica, igualmente, la Con­
venclon Americana sobre 
Derechos Humanos de San 
José de Costa Rica, incluyen­
do sus artículos 45 y 62, refe­
ridos a la competencia de la 
Comisión lnteramericana de 
Derechos Humanos y de la 
Corte lnteramericana de De­
rechos Humanos". 

Complementan uno y otro dis-
positivos las normas contenidas 
en los artículos 39°, 40° y 41o 
de la Ley N° 23506, de Habeas 
Corpus, Amparo y Jurisdicción 
Supranacional. 

Los antecedentes de los orga-

nimos internacionales jurisdiccio­
nales que crean el Pacto de San 
José de Costa Rica, y el Comité 
de Derechos Humanos de las 
Naciones Unidas, son la Corte 
Centroamericana creada en 1907, 
así como el Pacto europeo de 
protección de los Derechos 
Humanos suscrito en Roma en 
1950. 

En el presente trabajo me li­
mito a presentar un aspecto re­
gulado por el Pacto de San José. 
Es el referido al "recurso indivi­
dual" ante los organismos supra­
estatales. 

l. El "recurso" individual 

En virtud de lo dispuesto en el 
artículo 44° del Pacto de San 
José "cualquier persona o grupo 
de personas, o entidad no guber­
namental legalmente reconocida 
en uno o más Estados Miembros 
de fa Organización,puede presen­
tar a la Comisión peticiones que 
contengan denuncias o quejas de 
violación de esta Convención por 
un Estado Parte". 

Advirtamos que el texto señala 
cualquier persona o grupo de per­
sonas, o entidad no gubernamen­
tal legalmente reconocida en uno 
o más Estados miembros de la 
Organización. Este texto de la 
Convención Americana adopta 
una fórmula más amplia que la 
adoptada por el texto de las Na­
ciones Unidas. Este último seña­
la: 

"Todo Estado parte en el Pac­
to que llegue a ser parte en el 
presente Protocolo reconoce la 
competencia del Comité para 
recibir y considerar comunica­
ciones de individuos que se ha­
llen bajo la jurisdicción de ese 
Estado y que aleguen ser vícti­
mas de una violación, por ese 
Estado Parte ( . . .) ". 
PROTOCOLO FACULTATIVO 
DEL PACTO INTERNACIONAL 
DE DERECHOS CIVILES Y PO­
LITICOS, Artículo lo. 
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Como se ve, se trata de una 
restricción que limita el recurso 
a solo los lesionados efectiva­
mente por un Estado Parte que 
haya incorporado el Protocolo 
en su legislación interna. El Pac­
to de San José admite expresa­
mente que un tercero denuncie 
o recurra por el incumplimiento 
de la Convención, dentro de un 
mecanismo análogo al de la actio 
popularis (acción popular) y de 
una perspectiva ius publicista 
(protección de los derechos hu­
manos como una tarea jurisdic­
cional de orden público en el sis­
tema interamericano). 

Asimismo, el texto de las Na­
ciones Unidas señala también que 
el individuo que recurra al Comi­
té debe estar bajo la jurisdicción 
del Estado al que denuncia. Por 
eso dentro del sistema ameri­
cano sí cabría el caso de que un 
tercero, perjudicado o no, vincu­
lado al lesionado o no, sometido 
o no a la jurisdicción del Estado 
suscriptor, interponga el "recur­
so" ante la ·comisión lnterame­
ricana. El Pacto de San José 
distingue "cualquier persona", 
"grupo de personas", y "en ti­
dad no gubernamental legalmen­
te reconocida en uno o más Esta­
dos Miembros'~ Aparentemente 
una lectura ceñida a la letra del 
Pacto permitiría, en consecuen­
cia, que un "grupo de personas" 
cualesquiera, motivadas por su 
celo singular por los derechos 
humanos, denuncien el incumpli­
miento del referido Pacto. No 
pareciera pues que la cualifica­
ción de ser una entidad "legal­
mente reconocida en uno o más 
Estados Miembros" limitaría a 
ese conjunto de personas para 
demandar apoyo y remedio juris­
diccional de la Comisión. 

A mi entender el caso de la 
facultad general para que un ter­
cero cualquiera acuda a la Comi­
sión lnteramericana, no está cu­
bierto prima facie por las facul­
tades que nuestra Constitución 
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reconoce en el artículo 305o. 
Sí hay compatibilidad entre am­
bos textos cuando quien acude 
es lesionado directamente por el 
Estado. El artículo 305° se pone 
solamente en el caso de que 
"quien se considere lesionado en 
l0s derechos que la Constitución 
reconoce" denuncie la violación 
de la Convención Americana. (1) 

El individuo es, entonces, se­
gún el Pacto de San José, un su­
jeto de derecho internacional. 
Esta no parece ser la condición 
que le adjudicaría la Constitu­
ción del Perú; según ésta la "ciu­
dadanía" internacional es exclu­
siva del Estado, el que "concede" 
derechos a sus súbditos en su 
ordenamiento positivo. 

11. Requisitos para interponer el 
"recurso". 

Los (equisitos para interponer 
el "recurso individual" ante la 
Comisión lnteramericana son: 

(a) el agotamiento de los re­
cursos previos 

(b) cumplimiento dentro de 
los plazos 

(e) alternabilidad y no simul­
taneidad de los fueros 

(d) identificación del peticio-

nario 
(e) pertinencia de la solicitud 

Pasamos en seguida a una so­
mera revisión de cada uno. 

(a) El agotamiento de los recur­
sos previos 

Este requisito viene contenido 
en el artículo 46°, 1-a del Pacto 
de San José. Dice: 

{1) Esta situación sugiere que el 
conflicto de leyes producido entre 
ambos textos podría importar una 
violación ab ovo de las obligaciones 
que se autoimpone el Estado peruano. 

En efecto, si es así que el Perú ads­
cribe su vocación protectora del 
orden público supraestatal {normas de 
ius cogens) al reconocer la "acción 
popular" por violación de la Conven­
ción, cómo es así que se des-obliga por 
vía oblicua con una provisión como la 
del Artículo 3050 del texto constitu­
cional. 

A este efecto es preciso recordar la 
jerarquía constitucional que el Artícu­
lo 1050 de la Constitución le asigna a 
los "preceptos contenidos en los tra­
tados relativos a los derechos huma­
nos", lo cual permitiría postular la 
concurrencia de dos preceptos de idén­
tica jerarquía en conflicto. 

Así las cosas, es previsible una even­
tual contienda interjurisdiccional entre 
nuestro sistema judicial interno y una 
Comisión 1 nteramericana agresiva en 
su interpretación y celo por el Pacto 
de San José. 



"Para que una petición o co­
municación presentada confor­
me a los artículos 44° o 45° 
sea admitida por la Comisión, 
se requerirá: 
Que se hayan interpuesto y 
agotado los recursos de juris• 
dicción inter{la, conforme a 
los principios del Derecho In­
ternacional generalmente reco­
nocidos:·. 

Este texto zanja así la discu­
sión que se presentara ante los 
Tribunales Internacionales desde 
el inicio de sus funciones, acerca 
de la naturaleza jurídica del/oca/ 
redress. Esta regla no siempre 
apareció en el texto de los Tra­
tados o Convenciones. Hoy está 
regulada por el artículo precita­
do, el artículo 41° inciso 1-c del 
Pacto 1 nternacional de Derechos 
Civiles y Políticos de las Nacio­
nes Unidas (2), así como por el 
artículo 26° de la Convención 
Europea de Protección de los De­
rechos Humanos. 

El tema del agotamiento de los 
recursos de la jurisdicción interna 
permite que reflexionemos sobre 
dos conceptos de naturaleza pro­
cesal. Por un lado, debemos pre­
cisar en qué sentido se habla de 
"recurso". Por otro lado parece 
pertinente determinar si el agota­
miento es una condición de 
inadmisibilidad, improcedibilidad 
o de falta de competencia. 

Afirma ALCALA-ZAMO RA 
CASTILLO que la voz "recurso" 

"(. . .) no ha de entenderse en 
el sentido estricto de medios 
impugnativos de las sentencias, 
puesto que entonces quedaría 
fuera del concepto la primera 
instancia, sino como sinónima 
de los grados o peldaños a que 
el normal ejercicio de una ac­
ción puede dar lugar. En este 
sentido, cabe prever regímenes 
de dos, tres, y aun cuatro gra­
dos, siendo el segundo de ellos 
el más corriente" (3). 

Según el sentido que Alcalá-

Zamora otorga a esta palabra, 
"recurso" quiere decir "acción" 
ante un organismo supraestatal. 
Se trata del primer movimiento 
procesal ante un ente jurisdic­
cional ajeno al Estado peruano y 
a su estructura de poderes, con 
atribución para someter a escru­
tinio fáctico y legal la conduc­
ta judicial, policiaca, administra­
tiva, etc. de las autoridades y su­
jetos de derecho de la jurisdic­
ción peruana. Alcalá-Zamora afir­
ma bien que este "recurso indi­
vidual" no es un medio impugna­
tivo contra las sentencias nacio­
nales. Esto limitaría severamente 
la riqueza de la acción individual. 
Ayuda a explicar este hecho pro­
cesal la naturaleza supraestatal o 
supranacional de los organismos 
creados por estos pactos. El ca­
rácter supraestatal queda auto­
máticamente incorporado en 
cada ordenamiento interno desde 
que el Estado acepta ventilar sus 
asuntos domésticos ante un cuer­
po jurisdiccional cuya acción no 
controla y menos domina poi íti­
ca ni funcionalmente. Se trata, 
así, del abandono del otrora 
"dogma" de la soberanfa del 
Estado. 

En cuanto a si el no agota­
miento de los mecanismos inter­
nos es condición de inadmisibili­
dad, improcedencia o falta de 
competencia del organismo su­
pranacional, la cuestión es menos 
sencilla y dependerá en todo ca­
so de qué se entienda por cada 
uno de estos conceptos. Parece 
ser que el más sencillo es el de 
falta de competencia: en efecto, 
la Comisión es competente para 
conocer de las denuncias que se 
interpongan contra todo Estado 
Miembro que ha declarado expre­
samente que reconoce la compe­
tencia de la propia Comisión. Por 
esta misma razón las resoluciones 
expedidas por los organismos su­
pranacionales deben ejecutarse 
sin que medie previamente 
homologación ni exequatur por 
los órganos judiciales internos. 
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El no agotamiento de la jurisdic­
ción doméstica impedirá es cierto 
que la Comisión se pronuncie, 
pero no será porque no tenga 
atribución; será porque el actor 
no ajustó su pretensión a los re­
quisitos sin cuyo cumplimiento 
no habrá absolución jurisdiccio­
nal. 

Para ALCALA-ZAMO RA CAS­
TILLO la exigencia del agota­
miento de los recursos previos 
(jurisdicción doméstica o inter­
na) "tiene los caracteres de una 
condición de procedibi/idad, es 
decir de un requisito a satisfacer 
para que un proceso pueda de­
senvolverse" (4). En nuestro país 
la Corte Suprema ha entendido 
que la inadmisibilidad va vincu­
lada a la presentación de la pre­
tensión cumpliendo satisfactoria­
mente las exigencias formales 
con que nuestro ordenamiento 
condiciona su admisión a trámi­
te (5). Los efectos de la ausen­
cia de este requisito son los mis­
mos: se denegará la p~etensión 
(no su contenido) devolviéndose 

(2) El Artículo 410, inciso 1-c, no 
ha sido reconocido específicamente 
por el Estado peruano ante las Nacio­
nes Un idas, a pesar de deducirse de su 
texto. que requiere declaración expre~a 
de reconocimiento de la competencia 
del Comité. 

Lo referido importa una omisión 
inconstitucional imputable al Estado 
peruano. El texto del punto e) del inci­
so 1 del Artículo 41 o, dice: 

"El Comité conocerá del asunto 
que se le someta después de haberse 
cerciorado de que se han interpues­
to y agotado en tal asunto t?dos los 
recursos de la jurisdicción interna 
de que se pueda disponer, de con­
formidad con los principios del de­
recho internacional generalmente 
admitidos( ... )". 

(3) ALCALA-ZAMORA CASTI­
LLO, Niceto; La Protección Procesal 

Internacional de los Derechos Huma­
nos. Ed. Civitas, Madrid, 1975. Pág. 
85. 

(4) !bid. pág. 87. 

(5) Resolución del 15 de Agosto de 
1978. 
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al actor, para que agote sus re­
cursos domésticos. En un senti­
do, entonces, hay identidad en­
tre ambos conceptos. 

En el ordenamiento peruano, 
por otro lado, hay una suerte de 
jurisprudencia que una petición 
es improcedente si la ley no con­
cede acción en función de deter­
minada situación jurídica (el ac­
tor no está legitimado ni es reco­
nocido como titular de la ac­
ción). Es diversa de la inadmisibi­
lidad en que nada obsta para la 
acción: sí hay !egitimatio ad 
causam; la improcedibilidad se 
evalúa luego de comprobado que 
los requisitos cartulares sí fueron 
cumplidos. Son pues dos meca­
nismos distintos. 

El texto del artículo46°-1 del 
Pacto de San José refiere la ad­
misión. El artículo 41°, 1-c, del 
Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos de las Nacio­
nes Unidas dice que "el Comité 
conocerá del asunto que se le 
someta ... " Mientras que el Co­
mité podría declinar o inhibirse 
de conocer, la Comisión In ter­
americana puede declarar inadmi­
sible una denuncia incorrecta­
mente presenta. Vale hacer esta 
distinción porque en el sistema 
de las Naciones Unidas aparente­
mente podría entenderse aún que 
el Comité alegará falta de compe­
tencia frente al mismo caso por 
el que la Comisión lnteramerica­
na declarará la inadmisibi lidad. 
Este distingo revela también el 
diverso grado de concepción 
sobre el rol del Estado, del indi­
viduo y de los organismos ínter o 
supraestatales en cada una de las 
dos comunidades internacionales, 
distingo sobre el que debe medi­
tarse antes de optar por uno u 
otro foro para buscar remedio 
por la lesión de los derechos hu­
manos de nuestro patrocinado o 
el nuestro propio. 

El Protocolo Facultativo del 

nes Unidas no aclara la tenden­
cia de este último. Por una parte 
el artículo 2° dice: 

"Con sujeción a lo dispuesto 
en el artículo primero, todo 
individuo que alegue una viola­
ción de cualquiera de sus de­
rechos enumerados en el Pacto 
y que haya agotado todos 1 os 
recursos internos disponibles 
podrá someter a la considera­
ción del Comité una comuni­
cación escrita". · 

Esta no pasa de ser la concep­
ción del principio del "recurso 
individual". Por otra parte el ar­
tículo 5°, 2-b, dispone: 

"El Comité no examinará nin­
guna comunicación de un indi­
viduo a menos que se haya cer­
ciorado de que: 

b) "El individuo ha agotado 
todos los recursos de la juris­
dicción interna ( ... ) ". 

Como se ve, no es posible opi­
nar que necesariamente el Comi­
té recurrirá a la declaración de 
inadmisibilidad. Más bien pare­
ciera que el Comité tendrá que 
declinar competencia sobre un 
asunto que, por el fondo, debe 
ser materia del Juez de la juris­
dicci:..n doméstica, incidiendo al 
hacerlo así, en un pronuncia­
miento que justificará su incom­
petencia sobre el asunto contro­
vertido. 

(b} Presentación de la petición 
dentro de los plazos. 

El artículo 46°, 1-b, del Pacto 
de San José señala que: 

"Para que una petición o co­
municación sea admitida por 
la Comisión, se requerirá~ 

b) Que sea presentada dentro 
del plazo de seis (6) meses a 
partir de la fecha en que el 
presunto lesionado en sus de­
rechos haya sido notificado de 
la decisión definitiva". 

Pacto Internacional de Derechos Ni el Pacto Internacional de 
Civiles y Poi íticos de las Nacio- Derechos Civiles y Poi íticos de 
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las Naciones Unidas, ni si Proto­
colo Facultativo, contienen pre­
cepto alguno sobre el requisito 
del plazo o términos dentro de 
los cuales pueda presentarse ante 
el Comité. 

Este texto del Pacto de San 
José presenta una oscuridad. Si 
bien refiere que el plazo empieza 
a contarse desde la notificación 
al presunto lesionado, no queda 
claro si se refiere al envío de la 
notificación por la Comisión, 
desde la recepción de la notifica­
ción por el quejoso, desde que el 
actor conoce el contenido de- la 
notificación. 

El asunto referido en el pará­
grafo que precede puede califi­
carse simplistamente como un te­
ma baladí. Desdeñable como po­
dría resultar aparentemente, si 
sería una pena severa para quien 
alega lesión de sus derechos fun­
damentales ver que éstos no que­
daron protegidos ante la instan­
cia supraestatal debido a la lige­
reza, negligencia, imprevisión o 
decidía de su abogado. La estra­
tegia debe incluir prov1s1on 
especial sobre la presentación de 
la petición dentro de los térmi­
nos más conservadores posibles. 
Al confiar en una interpretación 
a favor del lesionado y en contra 
del Estado podría nuestro 
optimismo intentar negar, cándi­
damente, la situación de hecho 
consistente en que las organiza­
ciones internacionales son finan­
ciadas por los Estados Miembros. 
A mi parecer, si bien el principio 
formal debiera ser que los pla­
zos corren contra el Estado, a fal­
ta de reconocimiento expreso 
debe actuarse como si los plazos 
se vencieran contra el individuo y 
a favor del Estado. 

En concordancia con las obser­
vaciones que preceden juzgo que 
el cómputo de los seis meses para 
presentar las denuncias deben co­
rrer o desde la fecha del envío de 
la notificación, o la de la recep­
ción, pero en caso ninguno desde 



la fecha en que el presunto lesio­
nado queda enterado o conoce su 
contenido. La actitud vigilante 
del letrado beneficiará a su patro­
cinado, dado el grado de 
ambigüedad mencionado, asu­
miendo los plazos más cortos, es 
decir, el término inicial contado 
desde la fecha del envío de ia no­
tificación por la autoridad judi­
cial. 

Parece evidente que el conteni­
do de la notificación a que nos 
referimos se entiende ser aquel 
que comunica la decisión defi­
nitiva. Pero es necesario precisar 
que esa decisión definitiva sea 
aquella con la cual quede agotada 
la jurisdicción interna. En unos 
casos, entonces, se tratará de la 
Resolución expedida por la Corte 
Suprema y en otros la del Tribu­
nal de Garantías Constituciona­
les, dependiendo de que exista 
materia casable por este último 
o no (6). 

De ocurrir que el Tribunal de 

Garantías Constitucionales case 
el fallo enmendando y anulando 
el pronunciamiento de la Corte 
Suprema, y actuando en conse­
cuencia como instancia de con­
trol de la regularidad legal, el 
fallo que casa consistirá en la 
decisión definitiva a que se refie­
re el Pacto de San José, y aquél 
será recurrible ante la Comisión 
lnteramericana o el Comité de 
Derechos Humanos de las Nacio­
nes Unidas, si ni aún con la casa­
ción quedó remediado el que­
branto de los derechos 
fundamentales del quejoso. 

(e) Alternabilidad y no simulta­
neidad de los fueros 

El siguiente requisito es el con­
signado en el Pacto de San José 
bajo los artículos 46°, 1-c; y, 
47°, d. Sus textos dicen: 

"Artíeulo 46°-1. Para que una 
petición o comunicación pre­
sentada conforme a los artícu­
los 44° o 45° sea admitida por 
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la Comisión, se requerirá: 

e) Que la materia de la peti­
ción o comunicación no esté 
pendiente de otro procedi­
miento de arreglo internacio­
nal''. 

Y el artículo 47° -d. señala: 

''Artículo 47°.- La Comisión 
declarará inadmisible toda pe­
tición o comunicación presen­
tada de acuerdo con los artícu­
los 44° o 45° cuando: 
d) Sea sustancialmente la re­
producción de petición o co­
municación anterior ya exami­
nada por la Comisión u otro 
organismo internacional". 

A su turno el Protocolo Fa­
cultativo del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos 
de las Naciones Unidas dispone 
en su artículo 5°, 2-a que: 

"El Comité no examinará nin­
guna comunicación de un indi­
viduo a menos que se haya 
cerciorado de que: 

(6) Persiste aun la duda de si las 
facultades de casación del Tribunal de 
Garantías Constitucionales incluyen la 
de anular el fallo recurrido y pronun­
ciarse enmendando las infracciones de 
fondo cometidas por el Poder Judicial. 

La discrepancia entre la Corte Su­
prema y el Tribunal de Garantías 
Constitucionales ha dado pie al reen­
vío sucesivo entre ambos órganos. Des­
de el punto de vista del cálculo judicial 
esta falta de racionalidad no permite 
predecir una doctrina legal consisten­
te acerca de la real naturaleza de las 
facultades de casación del Tribunal de 
Garantías Constitucionales. 

El asunto, así, queda hoy librado 
a la discrecionalidad de los detentado­
res de los puE'~tos de magistrado o de 
situaciones ig..Jalmente coyunturales. 
Parece difícil salvar la tendencia a ver 
en uno u otro una amenaza a la sobre­
vivencia de cada organismo. Sencilla­
mente no hay consenso; esta falta de 
armonía o entendimiento puede tam­
bién verse como una ausencia de ma­
durez del sentido de justicia y de· la 
verdad en los magistrados de nuestro 
país. 

Sea como fuese parece necesaria 
una ley especial que regule la casación 
en el Perú, porque la propia Corte Su­
prema tampoco tiene un horizonte a 
la vista sobre su rol y función en esta 
materia. 
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a) El mismo asrmto no ha sido 
sometido ya a otro procedi 
miento de examen o arreglo 
internacionales''. 

Como puede verse, en las Na­
ciones Unidas se sigue idéntico 
curso que en el sistema interame­
ricano. 

Es evidente que no hay modo 
que la jurisdi,cción interamerica­
na pueda conocer de oficio las 
peticiones o denuncias presenta­
das ante la correspondiente de las 
Naciones Unidas. Además de no 
corresponder a una sola jurisdic­
ción -hay autonomía entre am­
bas- no• existen mecanismos ni 
vasos comunicantes entre ambas. 

Como parece improbable que 
para cada caso se consulten recí­
procamente la Comisión y el Co­
mité, será en el denunciado en 
quien recaiga el interés y la carga 
de la excepción que podrá dedu­
cir ante uno u otro organismo. 
El Estado denunciado podrá in­
formar entonces que existe una 
consulta pendiente ante otro 
organismo sobre la misma peti­
ción. La Comisión o el Comité 
verificarán que así sea, y com­
probado declararán inadmisible, 
o improcedente, la denuncia. 

Si por una razón u otra y por 
inadvertencia se hubiera iniciado 
simultdneumen te el procedim ien · 
to ante la Comisión o el Comité 
el riesgo consistirá en que será el 
Estado denunciado el que pueda 
deducir la excepción ante el or­
ganismo que prefiera. Eventual­
mente ello podrá significar una 
concesión al Estado denunciado; 
mucho tendrá que ver la even-" 
tual trayectoria o historia protec­
tora de u no y otro sistemas (a un­
que nada haría prever hoy que 
en efecto existirán tendencias 
muy diversas entre sí). 

La alternabilidad de los fueros 
de uno y otro organismo signifi­
ca que tienen carácter excluyente. 
Este requisito tiene que hacer 
con la presentación de la denun-
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cia, no así con el de la presenta 
ción consecutit'a ante el segundo 
organismo luego de rlenegarla la 
petición ante el primero. 

Cuando se declara la inadmisi­
bi lidad de una petición no se 
expide un fallo sobre el asunto 
en sí, y por ello no hay resolu­
ción definitiva. De ocurrir que el 
asunto ya fuese considerado y 
una resolución adoptada definiti­
vamente sí podrla hablarse de 
cnso iliLgada para ese organismo. 

Dada la ausencia de integri­
dad iurisdiccional entre los siste­
mas interamericanos y de las Na­
ciones Unidas no puede estable­
cerse, sobre la base del principio 
de la altemabilidad (que a mi jui­
cio no cubre el de la consecutivi­
dud) que lógica, necesaria e indu­
lJitablemente se seguirá que el 
presunto lesionado no podrá pre 
sentar su denuncia ante el segun­
do organismo luego de denegada 
su petición ante el primero (7). 
Sin embargo, hay en el Pacto 
de San José base para que la Co­
misión declare inadmisible una 
petición ''ya examinada por otro 
organismo internacional". No 
ocurre lo propio con las normas 
del sistema de las Naciones 
Unidas. 

(d) Identificación del peticiona· 
rio. 

La norma que recoge este re­
quisito es, en el Pacto de San 
José, ·el artículo 46°, 1-d. Los 
datos que debe consignarse son: 

i. nombre 
ii. nacionalidad 

iii. profesión (ocupación) 
iv. domicilio 
v. firma (s) 

En el caso del sistema de las 
Naciones Unidas, el requisito de 
la identificación está contenido 
en el Protocolo Facultativo del 
Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos. Dice su 
artículo 3°: 

"El Comité considerará inad 
misible toda comunicación 

presentada de acuerdo con el 
presente Protocolo que sea 
anónima o que, a su juicio, 
constituya un abuso del dere­
cho a presentar tales comuni­
caciones o sea incompatible 
con las disposiciones del Pac­
to". 

Respecto del Pacto de San Jo­
sé el Protocolo es principista: por 
anonimato debe entenderse que 
el quejoso deberá señalar, míni­
marP.ente su nombre, nacionali­
dad y domicilio. 

(e) Pertinencia de la petición 

Este breve requisito aparece en 
el artículo 39°, d, del Regla­
mento de la Comisión. La soli­
citud impertinente es la "que se 
refiere a hechos o situaciones 
que no tengan pertinencia con el 
desconocimiento de derechos hu­
manos por el Gobierno contra el 
cual van dirigidas. "De producir­
se una denuncia impertinente 
será declarada inadmisible y 
remitida al archivo. 

111. Casos excepcionales de 
admisibilidad de peticiones. 

Son tres los principales casos 
en los que la Comisión lnterame­
ricana puede admitir a trámite las 
denuncias: 

(a) por ausencia de recursos 
de protección en la jurisdicción 
interna. 

(b} si se impide al denuncian­
te que agote los recursos internos 
previos 

(7) El estado embrionario propio 
del Der·echo Internacional y la pervi­
vencia del culto a la "soberanía" del 
Estado-nación como criterio primar-io 
de las relaciones internacionales en la 
comunidad internacional, determinan 
la insuficiencia y proyectan la inefica­
cia del actual sistema de protección su­
praestatal de los derechos humanos, ni 
del orden público mundial o regional. 

Dentro de la concepción kelseniJna 
estos pactos no pasarían de ser meros 
desiderata y normas no coercibles. El 
postuiJdo de un Estado Mundial pro­
visto de fuerza de coJcción centraliza­
da ofrece la alternativa de un diseno 
centr-ípeto de la ley y la sociedad su­
rHJnacional. 



(e) por lentitud injustificada 
en las instancias domésticas. 

Las normas del sistema de las 
Naciones Unidas no prevén, ni en 
e! Pacto ni en e 1 Protocolo, 
excepciones análogas a las dos 
primeras; sí hay norma para el 
caso de la demora injustificada. 
(a) Ausencia de recursos de pro-

tección en la jurisdicción in­
terna. 

Este precepto está con ten ido 
en el artículo 46°, 2-a, del Pacto 
de San José. Dice: 

"Las disposiciones de los inci · 
sos 1-a y 1 -b del presente art ícu­
lo no se aplicarán cuando: 
a) No exista en la legislación in­

terna del Estado de que se tra · 
ta el debido proceso legal para 
la protección del derecho o de­
rechos que se alega han sido 
violados". 
Debe entenderse que esta dis­

posición es igualmente aplicable 
en los casos en que los derechos 
reconocidos por la Convención 
Pacto de San José no sean to­
talmente incorporados en la 
Constitución de modo expreso. 
Pareciera que esta norma restrin­
ge los casos que abarca dentro 
de una perspectiva procesal: el 
artículo refiere que la legisla­
ción interna no tenga "debido 
proceso legal" (due process of 
law). Ello excluiría la hipótesis 
de que algún derecho contenido 
en el Pacto no esté recogido en 
la legislación interna. 

(b) Impedimento para que se 
agote los recursos internos 
previos. 

Dispone el artículo 46°, 2-b, 
del Pacto de San Jos.: que: 

"Las disposiciones de los inci­
sos 1-a, y 1-b del presente 
art(culo no se aplicarán cuan­
do: 
b) No se haya permitido al 
presunto lesionado en sus de­
rechos el acceso a los recursos 
de la jurisdicción interna, o ha­
ya sido impedido de agotar· 
los". 

Esta norma cubre los casos en 
que se niegue el efectivo ejer· 
cicio de los derechos humanos a 
través del uso de los recursos ju­
diciales internos, o que se frustre 
al quejoso en el agotamiento de 
los recursos que formalmente le 
reconoce su ordenamiento inter­
no. 

De esta manera se protege a 1 

individuo frente a un Estado que, 
valiéndose de tácticas con voca­
ción nugatoria, se afirme· a sí 
mismo en perjuicio de la libertad 
y derechos fundamentales de los 
individuos que precisamente le 
dan toda su razón de ser a 1 Es­
tado. 

La norma del artículo 46°. 
2-b, tiene fundamento y concor 
dancia con la del artículo 250. 
Dicho dispositivo señala: 

"1 .-Toda persona tiene dere­
cho a un recurso sencillo y rá­
pido o a cualquier otro recurso 
efectivo ante los jueces o tri­
bunales competentes, que la 
ampare contra actos que 
violen sus derechos fundamen­
tales reconocidos por la Cons­
titución, la ley o la presente 
Convención, aún cuando tal 
decisión sea sometida por per­
sonas que actúen en ejercicio 
de sus funciones oficiales. 

"2.- Los Estados Partes se 
comprometen: 
a) A garantizar que la autori­
dad competente provista por 
el sistema legal del Estado de­
cidirá sobre los derechos de to­
da persona que interponga tal 
recurso; 
b) A desarrollar las posibilida­
des de recurso judicial, y 
e) A garantizar el cumplimien­
to, por las autoridades compe­
tentes, de toda decisión en que 
se haya estimado procedente 
e 1 recurso". 

(e) Lentitud injustificada en las 
instancias domésticas 

Esta excepción está contenida 
en el artículo 46°, 2-c, del Pacto 
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de San José. Dice su texto: 
"Las disposiciones de los inci­
sos 1-a, y 1-b del presente ar­
tículo no se aplicarán cuando: 

e) Haya retardo injustificado 
en la decisión sobre los men­
cionados recursos. 

El Pacto Internacional de De­
rechos Civiles y Políticos de las 
Naciones Unidas dispone en su 
artículo 41°, 1-c, 

"El Comité conocerá del asun­
to que se le someta después de 
haberse cerciorado de que se 
han interpuesto y agotado en 
tal asunto todos los recursos 
de la jurisdicción interna de 
que se pueda disponer, de con· 
form idad con 1 os pri nci pi os 
del derecho internacional 
generalmente admitidos. No se 
aplicará esta regla cuando la 
tramitación de los menciona­
dos recursos se prolongue 
injustificadamente''. 

Respecto del recurso indivi­
dual, el Protocolo Facultativo del 
Pacto, por su lado, dispone en 
su artículo 5°, 2-b: 

"El Comité no examinará nin­
guna comunicación de un indi­
viduo a menos que se haya cer­
ciorado de que: 

b) El individuo ha agotado to­
dos los recursos de la jurisdic­
ción interna. No se aplicará 
esta norma cuando la tramita­
ción de los recursos se prolon­
gue injustificadamente". 

La tendencia uniforme de am­
bos sistemas pretende suplir las 
morosidades que los organismos 
judiciales internos puedan sufrir. 

Dada la especial naturaleza de 
los derechos humanos fundamen­
tales es la sumariedad de los re­
cursos y agilidad de los procedi­
mientos los que garantizarán el 
efectivo cumplimiento. Para evi­
tar la justicia inoportuna ambos 
sistemas prevén una vía corta 
para proteger derechos insufi­
cientemente salvaguardados en la 
jurisdicción doméstica. 

37 


